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CONSEJO DE ESTADO
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Bogotá, D.C., primero (1º) de noviembre de dos mil doce (2012)

Ref.: Expediente 250002327000200700042-01

Demandante: COOMEVA S.A., E.P.S.
Demandada: Nación Ministerio de la Protección Social y Superintendencia Nacional de Salud 
Se decide el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de 23 de enero de 2008, mediante la cual el Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó las pretensiones de la demanda de nulidad  y restablecimiento del derecho formulada por COOMEVA E. P. S., S. A., contra el acto de liquidación de la tasa de vigilancia No.  L -0083 correspondiente a la vigencia 2006 y contra la Resolución No. 1935 de 17 de octubre del mismo año que decidió desfavorablemente el recurso de reposición interpuesto contra el acto anterior.
I. ANTECEDENTES

1.1. La demanda 

a) Pretensiones
La sociedad COOMEVA - ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD S.A, solicitó mediante apoderado y en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que se decrete la nulidad de los actos administrativos proferidos por la Superintendencia Nacional de Salud descritos en epígrafe, y que se restablezca su derecho ordenando a la demandada efectuar la devolución de las sumas y periodos relacionados en los actos demandados, debidamente indexados. 

b) Hechos
El artículo 98 de la Ley 488 de 1998 estableció que las entidades sujetas a inspección, vigilancia y control de la Superintendencia Nacional de Salud estaban obligadas a pagarle una tasa de vigilancia. 

Este artículo fue reglamentado por el Decreto 1405 de 1999 que definió los criterios para su liquidación. 

La Superintendencia Nacional de Salud profirió el acto de liquidación  de la tasa de vigilancia No. L- 0083 correspondiente a la vigencia 2006 con cargo a COOMEVA EPS S.A, quien interpuso en su contra recurso de reposición porque estimó que violaba el artículo 345 superior, el principio de homeostasis presupuestal y el artículo 98 de la Ley 488 de 1998 y su Decreto reglamentario; recurso que la Superintendencia decidió desfavorablemente mediante Resolución No. 1935 de 2006.
c) Normas violadas y concepto de la violación 

El demandante citó como violados los artículos 2, 29, 49, 345 superiores; 2, 3, 35 y 59 del C. C. A., la Ley 488 de 1998 y su Decreto Reglamentario 1405 de 1999, por las razones expuestas en los siguientes cargos: 
1) Los actos demandados violan los artículos 345 constitucional y  1º de la Ley 998 de 2005 - Presupuesto de vigencia fiscal 2006 - en el aparte del presupuesto de ingresos de la Superintendencia Nacional de Salud  que autoriza a dicha entidad para percibir un máximo de ingresos corrientes por la suma de $ 18.994.095.000, por concepto de ingresos corrientes y $1.293.000.000 por concepto de recursos de capital. 

Explicó que el artículo 34 del Decreto 111 de 1996 dispone que en el presupuesto de rentas y recursos de capital se identificarán y clasificarán por separado las rentas y recursos de los establecimientos públicos, para cuyos efectos se entiende por rentas propias todos los ingresos corrientes de los establecimientos públicos, excluidos los aportes y transferencias de la Nación, y por recursos de capital todos los recursos del crédito externo e interno con vencimiento mayor de un año, los recursos del balance, el diferencial cambiario, los rendimientos por operaciones financieras y las donaciones”, y que el artículo 345 constitucional prescribe que “en tiempo de paz no se podrá percibir contribución o impuesto que no figure en el presupuesto de rentas, ni hacer erogación con cargo al tesoro que no se halle incluida en el de gastos".  

Como el Decreto 1873 de junio 9 de 2006 estableció que el monto de dicha tasa para el ejercicio de las funciones de la Superintendencia demandada en el año 2006 sería de $22.321.537.575, superior a la suma prevista en la ley de presupuesto de ese año, resultaron violadas las normas comentadas.
Para demostrar que la Superintendencia demandada ha venido asignando montos respecto de la tasa mencionada, por encima de lo presupuestado, elaboró el siguiente cuadro comparativo: 
	Año 
	Número Ley 
de
Presupuesto
	Ingresos 
Corrientes
	Número 
Decretos de
Asignación
	Monto asignado 
en los decretos
	Diferencia

	2.002 
	714 de 2.001
	$ 6,000,000,000 
	2787 de 2001
	$ 14,656,771,107
	$ 8,656,771,107

	2.003 
	780 de 2.002
	$ 6,827,849,072 
	3237 de 2002
	$ 11,402,709,829
	$ 4,574,860,757

	2.004 
	848 de 2.003
	$ 9,602,600,000 
	1076 de 2004
	$ 16,698,994,441
	$ 7,096,394,441

	2.005 
	921 de 2.004
	$ 12,534,700,000 
	148 de 2005
	$ 17,617,439,135
	$ 5,082,739 135

	2.006 
	998 de 2.005
	$ 18,994,095,000 
	1873 de 2006
	$ 22,321,537,575
	$3,327,442


 
2. Los actos demandados violan el principio de homeostasis presupuestal previsto en el artículo 21 del Decreto 111 de 1996, por cuya virtud “el crecimiento real del Presupuesto de Rentas incluida la totalidad de los créditos adicionales de cualquier naturaleza, deberán guardar congruencia con el crecimiento de la economía, de tal manera que no genere desequilibrio macroeconómico”.
Lo anterior, porque el Decreto 148 de 2005, "Por el cual se establece la tasa y se fija la tarifa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud para el ejercicio de su funciones en el año 2005”, asignó la suma de $17.617.439.135 que, comparada con los $22.321.537.575 asignados por el Decreto 1873 de junio 9 de 2.006, mediante el cual "....se establece la tasa y se fija la tarifa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud, para el ejercicio de su funciones en el año 2006", configura un crecimiento del 26% de un periodo a otro, el cual no corresponde al porcentaje establecido como "crecimiento de la economía" para 2005 ni el proyectado para 2006. 

Independientemente de lo presupuestado, en el año 2005 la Superintendencia cuestionada ejecutó un gasto total de $11.235.885.723, aproximadamente la mitad de lo asignado en el Decreto 1873 de 2006, lo que pone de manifiesto una nueva violación al principio de la homeostasis referido y demuestra que no existe fundamento fáctico para haber decretado tan significativo incremento. 

A juicio del actor, la Superintendencia violó el principio señalado al elevar injustificadamente la asignación de un año al otro en el 26%, pues no se explica cómo si en un año gastó la suma antes mencionada, considere que al siguiente va a gastar el doble e incremente los valores que deben pagar los vigilados. 

3. El monto asignado en el Decreto 1873 de 2006 no corresponde a los costos de supervisión de la Superintendencia Nacional de Salud. 

Explicó que de acuerdo con el artículo 98 de la Ley 488 de 1998 y el artículo 2º del Decreto Reglamentario 1405 de 1999 la tarifa de la tasa citada debe fijarse de acuerdo con los costos de supervisión en que incurre la Superintendencia Nacional de Salud y con el objeto de recuperarlos.  
Pese a lo anterior el Gobierno Nacional, sin sustentación previa, mediante Decreto 1873 de 2006 fijó dichos costos para el año 2006 en $22.321.537.575, cifra superior en un 100% a los $11.235.885.723 ejecutados en el presupuesto del año 2001.
Adujo que en la sentencia C-455 de1994 la Corte Constitucional expresó que los métodos - Pautas técnicas encaminadas a la previa definición de los criterios que tienen relevancia en materia de tasas y contribuciones para determinar los costos y beneficios que inciden en una tarifa- y los sistemas -formas específicas de medición económica, de valoración y ponderación de los distintos factores que convergen en dicha determinación- son directrices obligatorias para el encargado de fijar la  tarifa y garantía del contribuyente frente a la administración. 
Elaboró un cuadro fundado en información de la Superintendencia demandada que demuestra que entre 2002 y 2006 ésta no gastó en supervisión y vigilancia las sumas que se le asignaron presupuestalmente, por lo cual se violaron los artículos 98 de la Ley 488 de 1.998 y 20 del Decreto 1405 de 1.999. 

Aseguró que prueba de lo anterior es que los sobrantes de la tasa se encuentran en TES, como lo certificó el Secretario General de la Superintendencia Nacional de Salud en oficio que se acompaña a la demanda. 
II. LA CONTESTACIÓN
La Superintendencia Nacional de Salud contestó oportunamente la demanda mediante apoderado y se opuso a las pretensiones.  

Luego de precisar el concepto de tasa y su diferencia con otros tributos, afirmó que cumplió cabalmente las funciones de inspección, vigilancia y control que le atribuyeron los artículos 233 de la ley 100 de 1993 y 3 del Decreto Ley 1259 de 1994 y por eso  merece la tasa cuestionada, la cual liquidó legalmente. 
Trascribió jurisprudencia constitucional que señala que las tasas se legitiman por la prestación de un servicio al contribuyente y la definición del sistema y método definido por el legislador para determinar su costo, y que la tasa cobrada mediante los actos demandados fue instituida por Ley 488 de 1998 y reglamentada por los Decretos 1405 de 1999, 1580 de 2002 y disposiciones concordantes, que establecieron sus elementos y la fórmula de liquidación. 

Solicitó que se tuvieran en cuenta los argumentos que expuso al decidir el recurso interpuesto por la parte demandante en la vía gubernativa y afirmó que las normas legales y reglamentarias mencionadas por el demandante fueron revisadas judicialmente y se declararon ajustadas a la Constitución y la ley. 

Aseveró que el demandante no cuestiona propiamente el acto de liquidación de la tasa sino los actos generales que le sirvieron de fundamento; que como el demandante no probó que la Superintendencia le cobró un monto superior de gastos para ejercer la inspección, vigilancia y control, carece de fundamento la acusación de violación del artículo 49 constitucional.
Propuso las excepciones de legalidad de la actuación por inexistencia de causal de validez de los actos administrativos demandados, dado que fueron proferidos en ejercicio de facultades legales y reglamentarias de la Superintendencia contenidas en el numeral 14 del artículo 7 del Decreto 1259 de 1994 ( vigente para la época de los hechos) artículo 98 de la Ley 488 de 1998, Decreto 1405 de 1999, Decreto 1580 de 2002 y Resolución 334 de 2002, le corresponde liquidar y recaudar contribuciones que deban sufragar las entidades sometidas a inspección y vigilancia. 

Propuso la excepción de inepta demanda aduciendo que el actor no concretó los cargos contra los actos acusados ni explicó el concepto de la violación, porque si bien expuso argumentos precarios para demostrar que se le cobró una tasa en exceso no precisó mediante cifras la razón por la cual la liquidación se hizo mal; y para sustentar la presunta violación del artículo 345 constitucional se limitó a decir que el Decreto 1873 de 2006 establece unos costos que no están acordes con los ingresos que la Ley 998 de 2005 determina para la Superintendencia, afirmación que carece de asidero y no desvirtúa la legitimidad del acto impugnado. 

Finalmente, anotó que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se ejerce cuando se ha sufrido un daño, pero como en este caso no demuestra la existencia de algún daño, no se puede solicitar restablecimiento. 
III. LA SENTENCIA APELADA

Mediante sentencia de 23 de enero de 2008 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca manifestó que las denominadas por el actor “excepciones  de legalidad de la actuación”;  “inexistencia de causal alguna que afecte la validez de los actos administrativos demandados” e “ineptitud de la demanda”, constituyen en realidad argumentos de defensa que deben estudiarse al examinar el fondo de la litis, y negó las pretensiones de la demanda por las siguientes razones: 

Al expedir el acto de liquidación acusado la Superintendencia demandada se ajustó a las siguientes disposiciones: a) El artículo 338 constitucional que establece que la ley fijará las tasas como recuperación de los costos de los servicios que se presten o participación en los beneficios que se proporcionen; b) el artículo 98 de la Ley 488 de 1998 que creó la tasa de vigilancia en estudio y facultó al Gobierno Nacional para definir anualmente las bases sobre las cuales se hará su cálculo, teniendo en cuenta los costos de supervisión y control; c) el Decreto 1405 de 1999 que reglamentó el sistema y método para su fijación; d) el Decreto 1580 de 2002 que estableció las condiciones para su cobro; e)  la Resolución 334 de 2002 sobre la misma materia, cuyo artículo 2º estableció que “la tasa es anual y se cancelará en dos cuotas, en las fechas que fije anualmente la Superintendencia; f) el Decreto 1873 del 9 de junio de 2006 que estableció los costos de supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para la vigencia fiscal del año 2006; g) la Resolución 1286 del 4 de julio de 2006, mediante la cual se clasificaron los sujetos de supervisión y control objeto de liquidación de la tasa vigencia 2006, entre ellos las “ENTIDADES PROMOTORAS DE SALUD”; h) la Resolución No. 1294 del 5 de julio de 2006 que determinó las fechas y lugares para la liquidación y pago de la cuota del primero y segundo semestre de la tasa para la vigencia 2006.
La Superintendencia niega la afirmación contenida en el libelo según la cual no gasta en supervisión y vigilancia  las sumas que se le asignan y por eso invierte los excedentes en TES, y la demandante no la probó.
El demandante no hizo una distinción necesaria en materia presupuestal entre la apropiación aprobada por el Congreso, que corresponde a un valor estimado sujeto a los ingresos que recaude la Nación a través de la Dirección Nacional del Tesoro; y la ejecución del presupuesto en la respectiva vigencia fiscal.

Tanto en el recurso de reposición contra el acto de liquidación de la tasa como en la demanda la demandante cuestionó la legalidad de las normas de carácter general en que se fundamenta la liquidación, para lo cual debió ejercer la acción de nulidad simple. 

El Tribunal no puede enjuiciar esos actos generales porque la demandante no solicitó su nulidad y como fueron expedidos por una autoridad del orden nacional, la competencia para juzgarlos corresponde al Consejo de Estado.

Concluyó que la ley que creó la tasa no ha sido declarada inexequible, que el Decreto 1405 de 1999 que reglamentó el sistema y método para la fijación de la tasa comentada fue declarada ajustada a la ley por el Consejo de Estado mediante fallo que hizo tránsito a cosa juzgada; que contra el Decreto 1873 del 9 de junio de 2006 que estableció los costos de supervisión y control de la Superintendencia durante la vigencia fiscal 2006 también se presentó demanda de nulidad que no ha sido decidida; y que las demás normas cuestionadas no han sido suspendidas ni anuladas y gozan de presunción de legalidad; y que, además no existen pruebas ni argumentos que permitan inaplicar dichas normas, en las que se fundó el acto acusado, por lo que no procede decretar su nulidad.

IV. EL RECURSO DE APELACIÓN

El actor presentó oportunamente recurso de apelación contra el fallo de primera instancia, afirmando que en este proceso se debe aplicar la figura de la prejudicialidad, dado que contra el Decreto 1873 de 2006 del Gobierno Nacional en que se fundaron los actos particulares acusados se formuló demanda de nulidad ante el Consejo de Estado, la cual no ha sido decidida; petición que se apoyó en providencia de la Sección Cuarta del Consejo de Estado de 5 de marzo de 2004, expediente 14366, de la cual se trascribieron los siguientes apartes: 
"...Contiene esta disposición una de las causales de suspensión del proceso que se denomina " prejudicialidad”, la cual exige para su procedencia ciertas características, entre ellas, la más esencial, que la decisión que deba tomarse en un proceso dependa de la decisión de otro.

Esta dependencia significa que el asunto a decidir en un proceso sea indispensable y determinante para tomar la decisión en otro proceso, es decir, queda condicionada la decisión de un proceso a las resultas de otro.

A juicio de la sala, es la necesidad de un pronunciamiento en un proceso determinado para resolver otro, la que marca la nota distintiva en la figura de la suspensión por prejudicialidad. Este ingrediente denota la imposibilidad para el juez de tomar la decisión hasta tanto se resuelva el proceso del cual depende".

Teniendo en cuenta que la acción interpuesta está íntimamente relacionada COfl el fundamento de los actos administrativos que aquí se demandan, nos permitimos solicitar se decrete, dentro de sus amplias facultades para el debido fallar, la prejudicialidad dentro del presente, hasta tanto la Sección Primera del Consejo de Estado profiera el fallo de fondo de dicho proceso, de tal manera que cualquier pronunciamiento guarde la debida conexidad y coherencia en sus consecuencias jurídicas.
Afirmó que el Tribunal incurrió en error cuando afirmó que los cargos formulados en la demanda estaban orientados a cuestionar la legalidad de los actos generales en que se fundaron los actos particulares y que no podía enjuiciar su legalidad porque en su contra no se formuló la acción de nulidad.
Aseguró que sí analizó en la demanda los actos generales mencionados, pero no porque pretendiera su nulidad sino porque constituyen el marco jurídico aplicable a los actos particulares demandados, éstos sí viciados de nulidad porque contienen un cobro excesivo de la  tasa que viola la Ley 488 de 1998 y sus decretos reglamentarios, así como en las sentencias y fallos de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado trascritas en la demanda.
Finalmente pidió se tengan como parte del recurso los hechos y razones que expuso para fundar los cargos de la demanda y que se estudien y decidan en segunda instancia.
V. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA

La Superintendencia Nacional de Salud presentó oportunamente alegatos en los que reiteró, en lo sustancial los hechos y razones expuestos en la contestación de la demanda.

VI. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO.

El Agente del Ministerio Público no rindió concepto.

VI. CONSIDERACIONES

6.1. Los actos acusados
El actor solicitó la nulidad del acto de liquidación de la tasa de vigilancia correspondiente a la vigencia 2006 que debía pagar a la Superintendencia Nacional de Salud, contenido en el documento que obra a folio 37 del cuaderno principal, cuyos apartes más relevantes son los siguientes: 

“LIQUIDACIÓN TASA VIGENCIA  2006 No. L-OO83

Señores COOMEVA E. P. S., S.A., (…)

De conformidad con el artículo 98 de la Ley 488 de 1998 todas las entidades del sector salud deben pagar una tasa de vigilancia con destino a la Superintendencia Nacional de Salud, el aporte del Sector Entidades Promotoras de Salud al cual pertenece es de $ 5.508.253.713 para el año 2006 de conformidad con el Decreto 1873 de 2006. 

La liquidación preliminar, de acuerdo con la aplicación de la fórmula del decreto 1405 de 1999 y las condiciones establecidas en el Decreto 1580 de 2002 y la Resolución 334 de febrero 21 de 2002 es por valor de:
	Valor liquidación preliminar vigencia 2006
	$ 258,615,481

	Valor cuota primer semestre 2006 (50%)
	$ 129,307,741

	Menos saldo a favor
	$ 0 

	Valor a pagar primer semestre 2006
	$ 129,307,741


Liquidación Definitiva
La liquidación definitiva, de acuerdo con la fórmula del decreto 1405 de 1999 y las condiciones establecidas en el Decreto 1580 de 2002 y la Resolución 334 de febrero 21 de 2002 es por valor de:

	 Valor liquidación preliminar vigencia 2006
	$ 258,615,481

	Valor cuota primer semestre 2006 (50%)
	$ 129,307,741

	Menos saldo a favor
	$ 0

	Valor a pagar segundo semestre 2006
	$ 129,307,741


Si usted desea pagar el valor total de la tasa anual cancele:  
	Valor liquidación preliminar vigencia 2006
	$ 258,615,481

	Valor cuota primer semestre 2006 (50%)
	$ 129,307,741

	Menos saldo a favor
	$ 0 

	Valor a pagar segundo semestre 2006
	$ 129,307,741


	
	Valor
	 Menos
Saldo a favor
	 Valor total a pagar 

	Valor liquidación 

Vigencia 2006
	$129,307,741
	 $ 0
	 $ 258.615.481


El Secretario General (Firmado)”

Del documento transcrito hace igualmente parte la liquidación detallada de los dos semestres cobrados atendiendo la fórmula prevista en las normas citadas.

El demandante también pretende la nulidad de la Resolución No. 1935 de 17 de octubre de 2006, proferida por  la Secretaria General de la Superintendencia Nacional de Salud, por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra el acto administrativo L-0083 de 2006, cuya parte resolutiva dispuso “No reponer el acto administrativo No. L-0083 de 2006 (…)”.

6.2. Estudio de fondo del recurso
6.2.1. El demandante solicita que se aplique en este proceso la figura jurídica de la prejudicialidad porque el Decreto 1873 de 9 de junio de 2006 que establece la tasa de vigilancia a favor de la Superintendencia Nacional de Salud y fija la tarifa para el ejercicio de sus funciones en 2006 – decreto en el que se fundan los actos demandados -, fue objeto de demanda de nulidad ante esta jurisdicción que no ha sido decidida, lo cual es cierto.
  
La solicitud del apelante es improcedente por las siguientes razones: 

El instituto de la prejudicialidad, como ha señalado la Corte Constitucional “se presenta cuando se trata de una cuestión sustancial, diferente pero conexa, que sea indispensable resolver por sentencia en proceso separado, bien ante el mismo despacho judicial o en otro distinto, para que sea posible decidir sobre la que es materia del litigio o de la declaración voluntaria en el respectivo proceso, que debe ser suspendido hasta cuando aquella decisión se produzca. Con un sentido amplio y comprensivo, se la ha querido determinar en una fórmula precisa y concreta, diciendo que es "prejudicial" toda cuestión jurídica cuya resolución constituya un presupuesto para la decisión de la controversia principal sometida a juicio. (…)” 

En el presente caso no procede la prejudicialidad deprecada porque el enjuiciamiento de un acto administrativo general en un proceso de nulidad en curso no constituye un presupuesto necesario para definir el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho contra un acto administrativo particular fundado en aquél. 

La razón de ello radica en que los actos administrativos gozan de presunción de legalidad y de acuerdo con el artículo 66 del C. C. A., son obligatorios - aún en el evento de que se haya formulado demanda de nulidad ante la jurisdicción contencioso administrativa - mientras en los respectivos procesos no hayan sido suspendidos o anulados.

Si en una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho se alega que el acto particular enjuiciado es anulable por la ilegalidad del acto general en que se fundó, la autoridad judicial a quien corresponde decidirla está obligada a estudiar si la parte del acto general en que se fundó el acto particular es ilegal, independientemente de si existe o no un proceso de nulidad en curso contra el acto general.

En el caso planteado es claro que en este proceso de nulidad y restablecimiento del derecho se puede declarar la nulidad del acto general en que se fundó el acto particular demandado, aunque no por vía de acción sino por vía de excepción, esto es, con relación al caso concreto, decisión que constituye un privilegio exclusivo de la jurisdicción contencioso administrativa, como ha señalado de manera reiterada tanto la jurisprudencia de esta Corporación como la de la Corte Constitucional.
Por lo expuesto, la existencia de una demanda de nulidad en curso contra el decreto que regula de modo general la tarifa a cobrar por concepto de la tasa de vigilancia a favor de la Superintendencia Nacional de Salud no impide decidir sobre la legalidad del acto particular de liquidación de dicha tasa a cargo de la sociedad demandante. 
En apoyo de su solicitud el apelante transcribió fragmentos de una providencia proferida por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado de 5 de marzo de 2004, expediente 14366, que si bien alude a la suspensión de un proceso por la necesidad de aplicar el instituto de la prejudicialidad, no resulta aplicable al caso en estudio. 

Lo anterior, porque dicha providencia no trata sobre la aplicación de dicha figura en procesos de nulidad y restablecimiento del derecho como el presente, en el cual se cuestiona la legalidad de un acto de carácter particular y concreto fundado en actos generales cuya nulidad está siendo objeto de juzgamiento en otro proceso, iniciado en ejercicio de la acción de nulidad simple. 
Primer motivo de inconformidad con el fallo apelado
La parte demandante afirmó que el quo incurrió en error cuando afirmó que en el libelo no se cuestionó la legalidad de los actos de liquidación demandados sino la de los actos administrativos generales que regularon la tasa de vigilancia con destino a la Superintendencia Nacional de Salud, en los cuales se fundaron aquéllos; actos generales que no podían ser enjuiciados en este proceso porque en su contra no se formuló demanda de nulidad.

Afirmó que sí cuestionó los actos de liquidación de la tasa mencionada por haberse fundado en el cálculo excesivo de los costos de supervisión y control que debía recuperar la Superintendencia demandada durante la vigencia fiscal de 2006, contenido en el Decreto 1873 de 2006, que por esa razón violó las normas legales y reglamentarias que disponen que el recaudo de la tasa debe orientarse exclusivamente a la recuperación de dichos costos.

Advierte la Sala que aunque el a quo afirmó que los actos de liquidación demandados se fundaron en normas legales y reglamentarias que transcribió y comentó con alguna amplitud, para negar las pretensiones de la demanda utilizó como argumento principal la falta de competencia para juzgar los actos generales en que los actos particulares se fundaron, dado que la nulidad de dichos actos generales no fue demandada; argumento que es errado porque un acto administrativo particular puede estar viciado de nulidad por fundarse en un acto administrativo general que, por violar la ley le transmite al primero su ilegalidad. 

Tal como se dijo al estudiar la solicitud de prejudicialidad, en una situación como la descrita en el párrafo anterior, la autoridad judicial que conoce la demanda de nulidad contra el acto particular está obligada a estudiar si el acto general en que se fundó viola o no las normas superiores a que estaba sujeto, independiente de si existe o no un proceso separado en el que se esté enjuiciando el acto general por haberse formulado en su contra la acción de nulidad. Y si encuentra que el acto general es ilegal así debe declararlo, por vía de excepción, en la sentencia que decida la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho contra el acto particular. 

Por lo expuesto, nada impedía al actor cuestionar por vía de la acción de nulidad y restablecimiento al acto particular de liquidación  de una tasa porque el acto general en que se fundó, en este caso el Decreto 1873 de 2006, viola las normas superiores reguladoras de dicha tasa en que debía fundarse. 

Por lo expuesto procede la Sala a estudiar los cargos de la demanda, como lo solicitó el apelante.

a) La sociedad demandante afirmó que el acto acusado se fundó en el Decreto 1873 de 9 de junio de 2006, mediante el cual el Gobierno Nacional señaló que los costos de supervisión y control de la Superintendencia mencionada para el año 2006 serían de $ 22.321.537.575, lo cual es cierto y se demuestra con la transcripción los siguientes apartes de dicho decreto: 
DECRETO 1873 DE 2006

(Junio 9)

“Por el cual se establece la tasa y se fija la tarifa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud para el ejercicio de sus funciones en el año 2006”.

El Presidente de la República de Colombia,

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 98 de la Ley 488 de 1998, y

CONSIDERANDO:

Que conforme lo establecido en el artículo 98 de la Ley 488 de 1998, el Gobierno Nacional fijará la tarifa de la tasa destinada a garantizar el cumplimiento o desarrollo de las funciones propias de la Superintendencia Nacional de Salud;

Que mediante Decreto 1405 de 1999, el Gobierno Nacional reglamentó el sistema y método para la fijación de la tasa que, anualmente, cancelarán las entidades cuya inspección, vigilancia y control corresponde a la Superintendencia Nacional de Salud;

Que conforme a lo establecido en el artículo 2º el Decreto 1405 de 1999, “la tasa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud incluirá el valor del servicio prestado por esta a las entidades sujetas a su supervisión y control. El Gobierno Nacional establecerá anualmente los costos de supervisión y control para cada clase de tales entidades, los cuales serán objeto de recuperación mediante la tasa. La determinación de los costos se hará teniendo en cuenta los factores que signifiquen actividades directas o indirectas de la superintendencia respecto de los sujetos pasivos de la tasa y se fijará con base en los principios de eficiencia”;

Que el Ministerio de la Protección Social, con base en la información suministrada por la Superintendencia Nacional de Salud, relacionada con las actividades de supervisión y control que adelanta sobre sus entidades vigiladas, efectuó el cálculo del costo de cada una de las áreas en que se organiza la superintendencia y distribuyó ese valor a cada clase de entidad vigilada, en forma porcentual, de acuerdo con la clasificación establecida en el Decreto 1405 de 1999;

Que por lo antes señalado,

DECRETA:

ART. 1º—Costos de supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud. Para efectos de lo previsto en el inciso 1º artículo 2º del Decreto 1405 de 1999, se establecen los costos de supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para la vigencia fiscal del año 2006, en la suma veintidós mil trescientos veintiún millones quinientos treinta y siete mil quinientos setenta y cinco pesos ($ 22.321.537.575) moneda corriente. Dichos costos se han determinado teniendo en cuenta los factores que signifiquen actividades directas e indirectas de la Superintendencia Nacional de Salud, resultando la siguiente asignación porcentual a cada clase de entidad vigilada:

Aportantes 
	Clases de entidades vigiladas
	Porcentaje de
	valor de los costos

	 
	participación de 
	cifras en pesos 

	 
	costos 
	 

	Entidades Promotoras de Salud
	24,68
	5.508.253.713

	Administradoras del régimen subsidiado
	10,29
	2.296.031.665

	Empresas sociales del Estado e IPS públicas 
	6,81
	1.520.772.564

	IPS privadas 
	7,65
	1.707.236.801

	Departamentos 
	7,98
	1.781.506.411

	Municipios y distritos 
	4,69
	1.047.116.765

	Cajas de compensación familiar 103.848.026
	0.47
	103.848.026

	Concesionarios y operadores de apuestas permanentes 
	7.20
	1.606.381.753

	Productores privados de licores, vinos, aperitivos y similares 
	0.88
	197.092.115

	Empresas de medicina prepagada y servicios de ambulancia prepagados 
	8.62
	1.924.230.373

	Etesa 
	1.5
	8.351.696.878

	Entidades adaptadas al sistema
	0.5
	1.114.832.065

	Licoreras departamentales 
	1.40
	313.555.637

	Operadores de juegos 
	1.10 
	246.187.815

	Compañías de seguros 
	0.70
	155.772.039

	Productores nacionales de cerveza 
	1.32
	295.638.172

	Concesionarios de licores 
	0.28
	62.711.127

	Fondo - Cuenta de productos extranjeros 
	0.12
	26.876.197

	Total aportantes 
	86.28
	19.259.740.116

	No aportantes
	13.72
	3.061.797.459

	Total  
	100.00 
	22.321.537.575


(…) ART. 2º—Fijación de la tarifa. Para efectos del cálculo y determinación de la tasa, la Superintendencia Nacional de Salud dará aplicación a los factores, variables, coeficientes y a los criterios en materia de liquidación, cobro y fijación de las tarifas a aplicar, establecidos en el Decreto 1405 de 1999. Así mismo, dará aplicación a las condiciones establecidas a este respecto en el Decreto 1580 de 2002.

ART. 3º—Costos por aplicación del Decreto 1405 de 1999. El menor valor liquidado por efecto de la aplicación de los artículos 3º, 4º y 5º del Decreto 1405 de 1999, así como los costos correspondientes a los no aportantes, por tratarse de entidades vigiladas exentas del gravamen de conformidad con las leyes 223 de 1995 y 488 de 1998, serán cubiertos con recursos de la Nación hasta el monto asignado en la ley del presupuesto general de la Nación de la vigencia 2006 (…)”.
La demandante afirmó que el cálculo de los costos de supervisión y control previstos por el Decreto transcrito para la Superintendencia demandada durante el año 2006 ($ 22.321.537.575), fue superior al cálculo de ingresos previsto para la misma entidad en la Ley 998 de 2005, Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal 2006, que estimó en $ 18.994.095.000 sus ingresos corrientes y en $1.293.000.000 los recursos de capital. 
 

Aseguró  que por las razones expuestas el decreto comentado, en el que se fundan los actos de liquidación acusados en este proceso, violaron el aparte de la ley de presupuesto de rentas y recursos de capital de la Nación para la vigencia fiscal 2006 que fijó el cálculo de los ingresos de la Superintendencia mencionada durante ese año; así como el artículo 345 constitucional que adelante se transcribe y analiza. 
La acusación descrita no tiene vocación de prosperidad porque no es posible que el cálculo de costos de supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para la vigencia fiscal 2006 contenido en el Decreto 1873 de junio 9 de 2006, que no tiene carácter presupuestal, pueda violar el aparte de la ley de presupuesto que estima los ingresos de la misma entidad.
En efecto, el decreto que señala el costo de los servicios a cargo de la Superintendencia no modifica ni desconoce parte alguna del presupuesto general de la Nación de la vigencia fiscal 2006, pues no autoriza ingresos o gastos. 

Por esa razón tampoco puede violar el artículo 345 constitucional, como pretende el apelante,  de acuerdo con el cual “En tiempo de paz no se podrá percibir contribución o impuesto que no figure en el presupuesto de rentas, ni hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos. Tampoco podrá hacerse ningún gasto público que no haya sido decretado por el Congreso, por las asambleas departamentales, o por los concejos distritales o municipales, ni transferir crédito alguno a objeto no previsto en el respectivo presupuesto”. 

Lo anterior, se insiste, porque el Decreto 1873 de junio 9 de 2006 no crea apropiación alguna en el presupuesto de rentas de la Nación y menos aún en el de gastos. 
Lo que pretendió el Gobierno al expedir el Decreto 1873 de 2006 fue darle cumplimiento al Decreto 1405 de 1999 que reglamentó el sistema y el método para fijar la tasa anual que cancelarán las entidades sujetas a inspección, vigilancia y control de la Superintendencia demandada, y dispuso en el artículo 2º que anualmente el Gobierno Nacional  proferiría un decreto mediante el cual fijaría el monto de los costos de la Superintendencia, como un elemento, entre otros, que serviría de base para el cálculo de la tasa.

Para demostrar el aserto anterior se transcriben los apartes más relevantes del Decreto 1405 de 1999:  
DECRETO 1405 DE 1999

(Julio 28)

“Por medio del cual se reglamentan el sistema y el método para la fijación de la tasa anual que cancelarán las entidades cuya inspección, vigilancia y control corresponda a la Superintendencia Nacional de Salud, y se dictan otras disposiciones”.

El Presidente de la República de Colombia,

en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, y en especial de las que le confiere el artículo 338 de la Constitución Política, y el artículo 98 de la Ley 488 de 1998,

DECRETA:

ART. 1º—Tasa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud. Las entidades de derecho público o privadas y las entidades sin ánimo de lucro, con excepción de las que por ley estén exentas de tal obligación, cuya inspección, vigilancia y control corresponda a la Superintendencia Nacional de Salud, cancelarán una tasa anual destinada a garantizar el cumplimiento o desarrollo de las funciones propias de la superintendencia respecto de tales entidades.

De acuerdo con el inciso segundo del artículo 338 de la Constitución Política el Gobierno Nacional fijará la tasa de acuerdo con los sistemas y métodos establecidos en el artículo 98 de la Ley 488 de 1998, de conformidad con la reglamentación contenida en el presente decreto.

ART. 2º—Definición de bases para el cálculo de la tasa. La tasa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud incluirá el valor del servicio prestado por ésta a las entidades sujetas a su supervisión y control. El Gobierno Nacional establecerá anualmente los costos de supervisión y control para cada clase de tales entidades, los cuales serán objeto de recuperación mediante la tasa. La determinación de los costos se hará teniendo en cuenta los factores que signifiquen actividades directas o indirectas de la superintendencia respecto de los sujetos pasivos de la tasa y se fijarán con base en principios de eficiencia.

a) Tarifa no ajustada de la tasa. El monto de la tasa impuesta a cada una de las entidades a que se refiere el presente artículo guardará equitativa proporción con los respectivos activos de ésta. Para los presentes efectos se entenderá por t la tarifa no ajustada de la tasa, la cual será igual a la proporción que los activos totales de cada sujeto de supervisión y control tengan en el total de activos de los sujetos de la clase de que se trate.

t = a/A

Donde:

a = Activos totales de la entidad sujeta a la supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para la cual se está realizando el cálculo de la tasa.

A = Activos totales de las entidades pertenecientes a la misma clase que la entidad sujeta a la supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para la cual se está realizando el cálculo de la tasa

b) Tasa básica (no ajustada). Se entenderá por c la tasa básica (no ajustada) resultante de aplicar la tarifa t a los costos correspondientes a la clase respectiva de sujetos de vigilancia (CT), determinados conforme lo establece el primer inciso de este artículo.

c = t*CT”
(…)”.  

Se concluye de lo dicho hasta aquí que el aparte del artículo 1º del Decreto 1873 de 2006 que estableció el costo de los servicios de la Superintendencia en la vigencia fiscal 2006 sirve a los fines de establecer la tarifa aplicable a las entidades vigiladas, en ningún caso para modificar el presupuesto general de la Nación, razón por la cual no viola la Ley de presupuesto de la Nación de la vigencia fiscal 2006 ni el artículo 345 superior.
b) El actor manifestó, por otra parte, que existe una diferencia de $ 3.327.442 entre el costo calculado de los servicios de la Superintendencia para la vigencia fiscal 2006 en el Decreto 1873 de 2006 ($ 22.321.537,575) y el cálculo de los ingresos corrientes de la Superintendencia demandada contenido en la Ley de Presupuesto de la misma vigencia fiscal ($ 18.994.095.000), lo cual demuestra que la Superintendencia pretendía cobrar en 2006 una suma superior a la presupuestada. Agregó que “la Superintendencia sólo puede percibir los ingresos corrientes previamente presupuestados y…no más que ellos”. 
Esta afirmación es errada porque desconoce la naturaleza misma de los  presupuestos oficiales que, en última instancia, no son cosa distinta que un cálculo más o menos aproximado de los ingresos y los gastos de la Nación durante un año, y que  por ese carácter aproximativo las normas que lo rigen prevén la posibilidad, para el caso de los ingresos, de que el recaudo efectuado en el proceso de su ejecución sea superior o inferior al valor calculado inicialmente, situación en la cual procede la modificación del presupuesto. 
Así, para el caso de mayores recaudos respecto de los cómputos presupuestales iniciales procede la apertura de créditos adicionales en las condiciones previstas en el artículo 68 de la Ley 38 de 1989 –Orgánica del Presupuesto General de la Nación, modificado por el artículo 35 de la Ley 179 de 1994, cuyo texto es el siguiente: 
Artículo 68. Modificado por el art. 35, Ley 179 de 1994. El mayor valor del recaudo de las rentas sobre promedio de los cómputos presupuestados no podrá servir de recurso para la apertura de créditos adicionales. 

No obstante, si después del mes de mayo de cada año el recaudo de las rentas globalmente consideradas permite establecer que éste excederá al calculado en el Presupuesto Inicial, ese mayor valor, estimado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, podrá ser certificado como un excedente en el Presupuesto de Rentas por el Contralor General de la República, y servir para la apertura de créditos adicionales. En caso de que existiere déficit fiscal en la vigencia anterior, el mayor recaudo de rentas se destinará, en primer lugar, a cancelarlo. 

Luego, la posibilidad de mayores recaudos a los cálculos previstos inicialmente en la ley de presupuesto no constituye una circunstancia irregular sino una eventualidad prevista y regulada en el Estatuto Orgánico del Presupuesto General de la Nación. 
Segundo cargo. El actor afirmó que el Decreto 148 de 2005 estableció los costos de vigilancia de la Superintendencia demandada para el año 2005 en $17.617.439.135 que, comparados con los $ 22.321.537.575 previstos por el Decreto 1873 de junio 9 de 2.006 para con el mismo propósito para el año 2006, configura un crecimiento del 26% de un periodo a otro, el cual no corresponde al porcentaje establecido como "crecimiento de la economía" para 2005 ni el proyectado para 2006. Y además, en 2005 la Superintendencia cuestionada ejecutó un gasto total de $11.235.885.723, aproximadamente la mitad de lo previsto como costos de supervisión en el Decreto 1873 de 2006. 

A juicio del actor, las circunstancias anotadas configuran una violación del principio legal de homeostasis presupuestal.

- El cargo descrito no tiene vocación de prosperidad, en primer lugar, porque parte de una comprensión errada del principio mencionado, instituido y definido en los siguientes términos por el Decreto 111 de 1996, "Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el estatuto orgánico del presupuesto": 
“II. De los principios del sistema presupuestal

Artículo 12. Los principios del sistema presupuestal son: la planificación, la anualidad, la universalidad, la unidad de caja, la programación integral, la especialización, la inembargabilidad, la coherencia macroeconómica y la homeóstasis (L. 38/89, art. 8º; L. 179/94, art. 4º).

Artículo 21. Homeóstasis presupuestal. El crecimiento real del presupuesto de rentas incluida la totalidad de los créditos adicionales de cualquier naturaleza, deberán guardar congruencia con el crecimiento de la economía, de tal manera que no genere desequilibrio macroeconómico (L. 179/94, art. 8º).

De acuerdo con las normas transcritas la homeostasis viene definida por una relación de congruencia entre el crecimiento real del presupuesto y el crecimiento de la economía para evitar desequilibrios macroeconómicos. 

La situación de hecho descrita por la demandante no guarda ninguna relación con el principio de homeostasis porque no describe ninguna relación entre los dos términos señalados  - crecimiento del presupuesto vs., crecimiento de la economía – con vistas a impedir desequilibrios macroeconómicos. 

En efecto, se limita a comparar el Decreto 148 de 2005 que señaló los costos de supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para el año 2005 y el Decreto 1873 de junio 9 de 2.006 que estableció esos mismos costos para el año 2006, pese a que dichas normas, como se concluyó  en un acápite anterior, no producen efecto alguno en el presupuesto de ingresos y gastos de la Nación pues no persiguen modificar sus ingresos ni autorizar sus gastos sino establecer uno de los elementos  que sirven de base el cálculo de la tasa en estudio.

Tampoco guarda relación con el principio presupuestal comentado la relación entre el valor efectivamente gastado por la Superintendencia demandada en el año 2005 con el valor presupuestado en el 2006 pues, se insiste, dicho principio es una relación entre dos términos que el actor no contrapone,  el crecimiento del presupuesto por una parte, y por otra el crecimiento de la economía. No señala el actor la relación entre el crecimiento del presupuesto y el crecimiento de la economía.
A lo anterior se suma el hecho de que la relación descrita exige considerar en un extremo el crecimiento del presupuesto en su conjunto y no una apropiación presupuestal de modo particular, como parece entenderlo el demandante. 
Por lo expuesto no prosperará el cargo en estudio.
Tercer cargo. El acto de liquidación demandado se fundó en el Decreto 1873 de 2006 que estableció un monto por concepto de costos de supervisión y control de la Superintendencia Nacional de Salud para el año 2006 que en realidad era superior a los que correspondían para ese año, por lo cual se violaron los artículos 98 de la Ley 488 de 1.998 y 20 del Decreto 1405 de 1.999, por cuya virtud el cobro de la tasa debe limitarse a recuperar los costos en los cuales incurra la Superintendencia para ejercer sus funciones frente a las entidades vigiladas.

Para decidir este cuestionamiento conviene anotar que efectivamente las normas invocadas por el actor, que en enseguida se transcriben, instituyen la tasa de vigilancia a favor de la Superintendencia demandada, como un mecanismo para la recuperación de los costos en que incurre esa entidad para el cumplimiento de dicha tarea:   

En efecto, la Ley 488 de 1998, Por la cual se expiden normas en materia tributaria y  se dictan otras disposiciones fiscales de las Entidades Territoriales, 
 estableció en el artículo 98 lo siguiente: 

Artículo 98. Tasa a favor de la superintendencia nacional de salud. las entidades de derecho público o privadas y las entidades sin ánimo de lucro, con excepción de las beneficencias y loterías, cuya inspección y vigilancia corresponda a la Superintendencia Nacional de Salud, cancelarán una tasa anual destinada a garantizar el cumplimiento o desarrollo de las funciones propias de la Superintendencia respecto de tales entidades. 

De acuerdo con el inciso segundo del artículo 388 de la Constitución Política el Gobierno Nacional fijará la tarifa de la tasa de acuerdo con los siguientes sistemas y métodos: 

a) La tasa incluirá el valor por el servicio prestado. El Gobierno Nacional, teniendo en cuenta los costos de supervisión y control, definirá anualmente las bases sobre las cuales se hará el cálculo de dicha tasa; 

b) El cálculo de la tasa incluirá la evaluación de factores sociales, económicos y geográficos que incidan en las entidades sujetas al control de la Superintendencia de Salud. 

Con fundamento en las anteriores reglas, el Gobierno Nacional aplicará el siguiente método en la definición de costos, sobre cuya base se fijará el monto tarifario de la tasa que se crea por la presente norma: 

a) A cada uno de los factores que incidan en la determinación de la tasa se le asignará un coeficiente que permita medir el costo beneficio; 

b) Los coeficientes se determinarán teniendo en cuenta la ubicación geográfica y las condiciones socio-económicas de la población; 

c) Los factores variables y coeficientes serán sintetizados en una fórmula matemática que permita el cálculo y determinación de la tasa que corresponda, por parte del Gobierno Nacional. 

La tasa a que se refiere el presente artículo se aplicará a partir del primero de enero de 1999. 

El Decreto No. 1405 de 1999, Por medio del cual se reglamentan el sistema y el método para la fijación de la tasa anual que cancelarán las entidades cuya inspección, vigilancia y control corresponda a la Superintendencia Nacional de Salud, y se dictan otras disposiciones, estableció en el artículo 2º lo siguiente: 
ART. 2º—Definición de bases para el cálculo de la tasa. La tasa a favor de la Superintendencia Nacional de Salud incluirá el valor del servicio prestado por ésta a las entidades sujetas a su supervisión y control. El Gobierno Nacional establecerá anualmente los costos de supervisión y control para cada clase de tales entidades, los cuales serán objeto de recuperación mediante la tasa. La determinación de los costos se hará teniendo en cuenta los factores que signifiquen actividades directas o indirectas de la superintendencia respecto de los sujetos pasivos de la tasa y se fijarán con base en principios de eficiencia. (…)”.
La legalidad de los actos de liquidación de la tasa en estudio depende, como sugiere el actor, de que cumplan con el cometido de recuperar costos en que incurre la Superintendencia al cumplir las tareas de vigilancia sobre las entidades del sector salud y no otro, como ocurriría si se calcularan dichos costos de manera irreal.   

No obstante, para que prospere la acusación en estudio - según la cual el Gobierno estableció mediante el Decreto 1873 de 2006 un monto excesivo por concepto de costos de vigilancia y control de la Superintendencia demandada para el año 2006 -, el demandante tenía la carga de explicar y demostrar cuáles eran los costos reales, lo cual no hizo.

El carácter excesivo del monto fijado en el Decreto 1873 de 9 de junio de 2006 por concepto de costos de vigilancia y control para ese año ($ 22.321.535.757) no es un asunto que pudiera inferirse del hecho de que en el año anterior se hubiera recaudado por dicho concepto $ 11.235.537.575, como informó el Secretario General de la Superintendencia cuestionada mediante oficio NURC- 8005-291474 de 31 de enero de 2006 que obra a folios 58 a 63 del cuaderno principal, pues durante el año 2005 pudo haber un deficiente recaudo y en el año 2006 pudo existir un incremento real de los costos de la entidad mencionada. 

Aunque las eventualidades mencionas no constan por supuesto en el proceso, se mencionan para resaltar que de la diferencia entre las cifras comparadas por el actor no se infiere de manera necesaria y ni siquiera de modo probable que el incremento en el valor calculado por el Gobierno para costos de vigilancia de la Superintendencia en 2006 pretenda cobrar unos costos superiores a los que en realidad incurre dicha entidad. 
El actor elaboró el siguiente cuadro con fundamento en el oficio comentado previamente que suscribió el Secretario General de la Superintendencia Nacional de Salud, para demostrar que los costos calculados mediante decreto por el Gobierno entre los años 2002 y 2005 no correspondían a las  necesidades reales de dicha entidad. 
Cuadro comparativo entre la asignación y el costo de vigilancia de la
Superintendencia Nacional de Salud. Años 2.002 - 2.005.
	Año
	Decretos de 
asignación
	Asignado en los 
Decretos
	Costo de 
Vigilancia
	Diferencia entre 
asignación y costo

	2.002
	2787 de 2001
	$ 14,656,771,107
	$ 2,483,419,000
	$,12,173,352,107

	2.003
	3237 de 2002
	$ 11,402,709,829
	$ 6,384,881,000
	$ 5,017,828,829

	2.004
	1076 de 2004
	$ 16,698,994,441
	$ 7,184,704,000
	$ 9,514,290,441

	2.005
	148 de 2005
	$ 17,617,439,135
	$ 7,600,351,000
	$ 10,017,088,135


Los datos del cuadro transcrito son irrelevantes para enjuiciar la legalidad de los actos demandados en este proceso, porque éstos no se fundaron en los decretos a que se refiere dicho cuadro. Además, no permiten establecer de donde proviene la cifra de “costo de vigilancia” y cuál es el fundamento de esa cifra como para establecer la diferencia de la columna final
En efecto, los decretos relacionados en el cuadro fijaron costos de la Superintendencia para los años 2002 a 2005 y no inciden en absoluto sobre la legalidad de los actos acusados que fueron proferidos en el año 2006 con fundamento en el Decreto  1873 de 2006 que fijó los costos referidos para ese año. 
El demandante afirmó que la Superintendencia tenía inversiones en TES para demostrar que había venido cobrado de manera excesiva la tasa de vigilancia durante varios años; afirmación también irrelevante para decidir la demanda en estudio porque no está probado en el proceso que los recursos invertidos en esos títulos hayan resultado del recaudo de los recursos destinados a financiar la actividad de la Superintendencia durante la vigencia fiscal de 2006, única que interesa a los fines de este proceso porque esa fue la vigencia en que se recaudó la tasa liquidada mediante los actos demandados.
Como el demandante no cumplió con la carga de desvirtuar la legalidad de los actos demandados, el fallo que denegó las pretensiones de nulidad habrá de ser confirmado.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO.  CONFÍRMASE la sentencia apelada.

SEGUNDO. Una vez en firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
Cópiese, notifíquese y cúmplase

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha.

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO

          Presidente

GUILLERMO VARGAS  AYALA 



MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
� En la parte inferior del documento figura comprobante de que la entidad obligada pagó la suma de $ 129.307.740 el 30 de agosto de 2006. 


� La nulidad del decreto mencionado fue demandada y no ha sido decidido el proceso 2006-00036-00 que cursa trámite en esta Sección.


� Definición contenida en sentencia T-513 de 1993, Auto 278/09 de 22 de septiembre de 2009, expediente CRF-003


� Los datos que el actor aporta sobre el presupuesto nacional de la vigencia fiscal 2006 no fueron objeto de discusión en el proceso y de hecho corresponden a la Ley 998 de 2005, Por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y la ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2006, que en los apartes pertinentes rezan lo siguiente: EL CONGRESO DE COLOMBIA, DECRETA: PRIMERA PARTE. PRESUPUESTO DE RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL. ARTÍCULO 1o. Fíjense los cómputos del presupuesto de rentas y recursos de capital del Tesoro de la Nación para la vigencia fiscal del 1o. de enero  al 31 de diciembre de 2006, en la suma de CIENTO CINCO BILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL CIENTO ONCE PESOS MONEDA LEGAL ($105.392.604.884.111), según el detalle del Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital para el 2006, así: RENTAS DEL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION. (….) I- INGRESOS DEL PRESUPUESTO NACIONAL 	98,771,917,811,394. 1). INGRESOS CORRIENTES DE LA NACION.46,316,487,000,000. 2) RECURSOS DE CAPITAL DE LA NACION.- 47,415,546,024,122.  5. RENTAS PARAFISCALES.  598,934,331,501. (…)  360800 SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD. A.- INGRESOS CORRIENTES 18,994,095,000. B- RECURSOS DE CAPITAL 1,293,000,000 (…) (…) ARTÍCULO 2o. PRESUPUESTO DE GASTOS O LEY DE APROPIACIONES. Aprópiese para atender los gastos de funcionamiento, inversión y servicio de la deuda pública del Presupuesto General de la Nación durante la vigencia fiscal del 1o. de enero al 31 de diciembre de 2006 una suma por valor de: CIENTO CINCO BILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL CIENTO ONCE PESOS  MONEDA  LEGAL  ($105.392.604.884.111),  según  el  detalle  que  se  encuentra  a continuación:(…) SECCION: 3608. SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD.  19,215,895,000 (…)”.   


� Diario Oficial No. 43.460, de 28 de diciembre de 1998 








